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MEDIDA COMISIÓN  TÍTULO 

P. DEL S. 271 
 
 

(Por la señora Vázquez 
Nieves) 

DESARROLLO DEL OESTE 
 
 

(Con enmiendas en la 
Exposición de Motivos) 

Para designar el edificio donde alberga el Instituto 
de Aeronáutica Aeroespacial de Puerto Rico; el 
cual ubica en el aeropuerto Rafael Hernández de 
Aguadilla con el nombre de Rubén Hernández 
Vega en reconocimiento a este distinguido 
puertorriqueño y eximir tal designación de las 
disposiciones de la Ley Núm. 99 de 22 de junio de 
1961, según enmendada, conocida como la “Ley de 
la Comisión Denominadora de Estructuras y Vías 
Públicas”.   
 

P. DEL S. 618 
 
 

(Por el señor Pereira 
Castillo) 

HACIENDA; Y DE SALUD 
 

(Con enmiendas en la 
Exposición de Motivos, en el 

Decrétase y en Título) 
 

Para enmendar el Artículo 21 de la Ley Núm. 154- 
de 4 de agosto de 2008, según enmendada, mejor 
conocida, como “Ley para el Bienestar y la 
Protección de los Animales”, a con el fin de 
permitir a la Oficina Estatal para el Control de 
Animales proveer fondos a las entidades no 
gubernamentales, entidades sin fines de lucro y 
veterinarios que ofrecen servicios de recogido, 
vacunación, esterilización y adopción de mascotas; 
y para otros fines relacionados. 
 

18va Asamblea 
       Legislativa 
 

                                  3ra Sesión 
                                    Ordinaria    
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CALENDARIO DE ÓRDENES ESPECIALES DEL DÍA 

 

MEDIDA COMISIÓN  TÍTULO 

R. DEL S. 2 
 

(Por el señor Seilhamer 
Rodríguez; Coautores los 

señores Torres Torres, 
Dalmau Ramírez, Correa 

Rivera, Pérez Rosa, Martínez 
Santiago; la señora Laboy 
Alvarado y el señor Tirado 

Rivera) 
 

GOBIERNO 
 
 
 

(Segundo Informe Parcial) 

Para ordenar a la Comisión de Gobierno del 
Senado de Puerto Rico a realizar una investigación 
abarcadora sobre las razones que tuvo la Junta de 
Directores de la Autoridad de Energía Eléctrica, así 
como sus Oficiales Directivos, para solicitar 
enmendar los contratos en lo pertinente a levantar 
la prohibición al depósito de cenizas y no 
estipularon un ajuste en el precio que pagaba AES 
Puerto Rico, L.P; las razones por las cuales no 
exigiera el cumplimiento específico de la 
obligación de exportar los residuos de combustión 
de carbón mientras estuvo vigente la prohibición 
del depósito de dichos residuos producidos por la 
operación de las facilidades de AES; y las acciones 
que han tomado el Departamento de Justicia, la 
Oficina del Contralor y la Oficina de Ética 
Gubernamental sobre las determinaciones tomadas 
por los funcionarios de la AEE en perjuicio de las 
finanzas de la corporación pública.   
 

R. DEL S. 12 
 
 

(Por la señora Padilla 
Alvelo) 

GOBIERNO; Y DE 
HACIENDA 

 
(Informe Final Conjunto) 

Para ordenar a las Comisiones de Gobierno; y de 
Hacienda del Senado de Puerto Rico a realizar una 
evaluación detallada de la situación fiscal en que se 
encuentra el Sistema de Retiro de Empleados del 
Gobierno y la Judicatura de Puerto Rico.  
 

R. DEL S. 49 
 
 
 
 

 
(Por el señor Berdiel Rivera) 

INNOVACIÓN, 
TELECOMUNICACIONES, 

URBANISMO E 
INFRAESTRUCTURA 

 
 

(Informe Final) 

Para ordenar a la Comisión de Innovación, 
Telecomunicaciones, Urbanismo e Infraestructura 
realizar una exhaustiva investigación sobre el 
estatus de los tramos inconclusos de la Carretera 
PR-10 que conduce de Adjuntas a Utuado; 
disponibilidad de fondos para completar el 
proyecto; proyecciones a corto y largo plazo para 
su construcción; y otros asuntos relacionados con 
este proyecto.  
 

R. DEL S. 105 
 
 

(Por el señor Seilhamer 
Rodríguez) 

REVITALIZACIÓN SOCIAL 
Y ECONÓMICA 

 
(Informe Final) 

Para ordenar a la Comisión de Revitalización 
Social y Económica del Senado de Puerto Rico 
realizar una investigación abarcadora sobre el 
cumplimiento y efectividad de la Ley Núm. 109 de 
12 de julio de 1985, según enmendada, que exige el 
uso de materiales de construcción manufacturados 
en Puerto Rico, con el fin de identificar aquellas 
acciones administrativas y legislativas que sean 
necesarias y convenientes para garantizar que se 
cumpla con los propósitos para la cual fue creada.  
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MEDIDA COMISIÓN  TÍTULO 

R. DEL S. 412 
 
 

(Por la señora Vázquez 
Nieves) 

ASUNTOS INTERNOS 
 
 

(Con enmiendas en el 
Resuélvase y en el Título) 

 

Para ordenar a la Comisión de Asuntos del 
Consumidor y Servicios Públicos Esenciales del 
Senado del Gobierno de Puerto Rico realizar una 
investigación abarcadora sobre el funcionamiento 
de la Oficina de Asuntos Monopolísticos del 
Departamento de Justicia con el fin de conocer su 
operación interna, su personal y sus resultados; 
identificar mecanismos en ley para asignarle los 
recursos y las herramientas necesarias para 
proteger y mantener la justa y libre competencia en 
el comercio; y determinar la conveniencia de 
generar legislación dirigida a proveerle mayores 
poderes y facultades a dicha división 
gubernamental; y para otros fines.  
 

P. DE LA C. 62 
 
 

(Por el representante Aponte 
Hernández) 

ASUNTOS DEL VETERANO 
 
 

(Sin enmiendas) 

Para establecer la “Ley de Empleo Transitorio para 
Veteranos”, a los fines de disponer que las agencias 
gubernamentales, al momento de realizar un 
nombramiento transitorio, seleccionarán un 
veterano del Registro de Contratación Transitoria 
de Veteranos, siempre que cumpla con los 
requisitos necesarios para el empleo; y para otros 
fines relacionados.   
 

 

















































TEXTO APROBADO EN VOTACION FINAL POR EL SENADO 
(28 DE ENERO DE 2017) 

 
GOBIERNO DE PUERTO RICO 

 
18 va Asamblea 1 ra Sesión 
 Legislativa  Ordinaria 
 

SENADO DE PUERTO RICO 

R. del S. 2 
2 de enero de 2017 

Presentada por el señor Seilhamer Rodríguez 
Coautores los señores Torres Torres, Dalmau Ramírez, Correa Rivera, Pérez Rosa, Martínez 

Santiago; la señora Laboy Alvarado y el señor Tirado Rivera 

Referida a la Comisión de Asuntos Internos 
 

RESOLUCIÓN 
 
Para ordenar a la Comisión de Gobierno del Senado de Puerto Rico a realizar una investigación 

abarcadora sobre las razones que tuvo la Junta de Directores de la Autoridad de Energía 
Eléctrica, así como sus Oficiales Directivos, para solicitar enmendar los contratos en lo 
pertinente a levantar la prohibición al depósito de cenizas y no estipularon un ajuste en el 
precio que pagaba AES Puerto Rico, L.P; las razones por las cuales no exigiera el 
cumplimiento específico de la obligación de exportar los residuos de combustión de carbón 
mientras estuvo vigente la prohibición del depósito de dichos residuos producidos por la 
operación de las facilidades de AES; y las acciones que han tomado el Departamento de 
Justicia, la Oficina del Contralor y la Oficina de Ética Gubernamental sobre las 
determinaciones tomadas por los funcionarios de la AEE en perjuicio de las finanzas de la 
corporación pública.   

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
El 11 de octubre de 1994, la Autoridad de Energía Eléctrica (en adelante, AEE) y AES 

Puerto Rico, L.P. (en adelante, AES) firmaron una Acuerdo de Compra de Energía y Operación 

(PPOA, por sus siglas en inglés).   

Específicamente, en el Artículo 6.6 del PPOA fue acordado por ambas partes contratantes 

que los residuos de combustión de carbón, producidos por la operación de las facilidades de 

AES, no serían depositados por un periodo mayor de 180 días, en cualquier lugar de Puerto Rico.  

Es decir, luego de transcurrido el periodo de 180 días, dichos depósitos serían trasladados fuera 

de nuestra jurisdicción.  
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No obstante esta prohibición sobre los depósitos de residuos en la jurisdicción del ELA, 

consta por denuncias públicas realizadas por distintas comunidades, así como de investigaciones 

realizadas por la Asamblea Legislativa, que la AES incumplía su parte del acuerdo pertinente al 

depósito y almacenamiento dentro de la jurisdicción de Puerto Rico de los residuos de 

combustión de carbón producidos por la operación de sus facilidades.  Incluso, según escrito 

presentado por la Junta de Calidad Ambiental (JCA), entre los años 2014 y 2015, sobre 350 mil 

toneladas de cenizas de AES fueron descargadas ilegalmente en el vertedero de Humacao, así 

como otras siete mil toneladas en el vertedero de Peñuelas.  Véase Resolución y Notificación,  

Núm. 15-23-1, 15 de octubre de 2015.   

Sin embargo, la AEE ignoró totalmente esta situación, incluyendo las acciones ilegales 

que estaban ocurriendo y no reclamó a AES el cumplimiento específico de las cláusulas 

contractuales acordadas entre las partes.  Tampoco entabló acción legal, judicial o 

administrativa, ante el incumplimiento que estaba ocurriendo, a pesar que la salud del pueblo 

puertorriqueño estaba seriamente amenazada por el depósito de dichos residuos tóxicos.  Mucho 

menos, dicha corporación pública, reclamó los daños pecuniarios que nuestro estado de derecho 

vigente permite requerir por el incumplimiento contractual ocurrido.   

Al contrario, la AEE, por conducto de su Director Ejecutivo, en aquél momento, Ing. 

Alicea Flores solicitó a la Environmental Protection Agency (EPA) una opinión escrita para 

permitir el depósito de los residuos de combustión de carbón en Puerto Rico, contrario a lo 

dispuesto en el Artículo 6.6 del PPOA.   

En contestación a dicha solicitud, el 14 de agosto de 2014, la EPA emite una 

comunicación escrita en la cual concluye que la prohibición contenida en el citado Artículo 6.6 

del PPOA era innecesaria.  Igualmente,  recomienda que el acuerdo suscrito se enmiende para 

permitir el depósito de los referidos residuos.   

Cabe enfatizar que dicho escrito no citó estudio o análisis alguno que justificara esta 

determinación.   Igualmente, cabe mencionar que actualmente se discute a profundidad el tema 

de la contaminación de las cenizas de carbón a nivel nacional para lograr una mayor regulación 
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de las mismas. A su vez, las recientes determinaciones de la EPA, actualmente, se encuentran 

bajo un estricto escrutinio del Congreso de los Estados Unidos. 1     

En lo aquí pertinente, debemos mencionar que la propia EPA, por voz de la 

Administradora de la Región 2, Judith Enck, al ser cuestionada sobre su comunicación del 14 de 

agosto de 2014, admitió que era real la posible contaminación con metales pesados, en especial, 

con arsénico, del suelo y cuerpos de agua cercanos a los lugares donde se está depositando los 

residuos de carbón.  Igualmente, indicó que como condición para aceptar el depósito de los 

residuos de carbón es necesario que los lugares que reciban dichos depósitos, deban contar con 

revestimientos o "liners" sintéticos que reduzcan la posibilidad de contaminación.  Sin embargo, 

no se ha tomado en consideración estas previsiones en los pozos que desde hace una década 

están bajo amenaza de contaminación con metales pesados debido a los millones de toneladas de 

cenizas que han sido comprimidas sobre superficies de todo el país.2 

A pesar de lo controvertible de esta decisión de la EPA, la JCA inmediatamente brindó 

total deferencia a la escueta comunicación de la agencia federal y emite la Resolución 14-27-20, 

mediante la cual autorizó el depósito de los residuos de combustión en Puerto Rico.   

Conforme a lo anterior, el 17 de julio de 2015, la AEE y la AES procedieron a enmendar 

el PPOA otorgado para permitir el depósito de los residuos de combustión de carbón producidos 

por la operación de las facilidades de AES en la jurisdicción de Puerto Rico.  Véase Second 

Amendment to Power Purchase and Operating Agreement between PREPA and AES, Puerto 

Rico, L.P.   

Sin embargo, las demás condiciones, especificaciones y requisitos contenidos en el 

PPOA permanecieron inalterados por las partes, incluyendo el precio que paga la AEE por la 

compra de energía a AES.  Es decir, a pesar del ahorro millonario en costos que esta enmienda 

representa para la AES, la AEE no estipuló un ajuste en precio que reconociera el nuevo acuerdo 

entre ambas partes.  Evidentemente, la AEE actuó con negligencia crasa en el cumplimiento de 

                                                 
1 Véase situación de la crisis de agua potable en Flint, Michigan, que obligó a la renuncia de la 
Administradora de la EPA para dicha Región, así como una Investigación del Congreso de los EU. 
 
2 O. Alfonso, Administración García Padilla y EPA acuerdan enmendar contrato de AES tras bastidores, 
Centro de Periodismo Investigativo; http://periodismoinvestigativo.com/2016/03/administracion-
garcia-padilla-y-epa-acuerdan-enmendar-contrato-de-aes-tras-bastidores/. 
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sus deberes fiduciarios de velar por el mejor interés de la empresa, cuyo dueño es el Pueblo de 

Puerto Rico.   

Conforme a lo anterior, corresponde investigar inmediatamente, entre otros asuntos, las 

razones por las cuales la AEE solicitó enmendar los contratos en lo pertinente a levantar la 

prohibición al depósito de cenizas y no estipuló un ajuste en el precio que paga a AES que 

reconociera las nuevas circunstancias contractuales entre ambas entidades y cuya enmienda al 

contrato aquí en controversia representa un ahorro millonario para la empresa privada.   

Igualmente, cabe investigar qué razones hubo para que la AEE, mientras estuvo vigente 

la prohibición del depósito de los residuos de combustión de carbón producidos por la operación 

de las facilidades de AES, no exigiera el cumplimiento específico de la obligación de exportar 

dichos depósitos. Esta inacción u omisión de la AEE expone a dicha corporación pública al 

reclamo judicial y pago de compensaciones extraordinarias por el depósito de los referidos 

residuos de combustión en los vertederos de Puerto Rico.   

Finalmente, corresponde investigar qué acciones ha tomado el Departamento de Justicia, 

la Oficina del Contralor y la Oficina de Ética Gubernamental sobre las determinaciones tomadas 

por los funcionarios de la AEE en detrimento y en perjuicio de las finanzas de la corporación 

pública. 

RESUELVESE POR EL SENADO DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Ordenar a la Comisión de Gobierno del Senado de Puerto Rico a realizar una 1 

investigación abarcadora sobre las razones que tuvo la Junta de Directores de la Autoridad de 2 

Energía Eléctrica, así como sus Oficiales Directivos, para solicitar enmendar los contratos 3 

otorgados entre éstas, en lo pertinente a levantar la prohibición al depósito de cenizas y no 4 

estipularon un ajuste en el precio que pagaba AES Puerto Rico, L.P.,  que reconociera las 5 

nuevas circunstancias contractuales entre ambas entidades y cuya enmienda al contrato aquí 6 

en controversia representa un ahorro millonario para la empresa privada.    7 

Sección 2.- De igual manera, la Comisión deberá investigar qué razones hubo para que la 8 

AEE, mientras estuvo vigente la prohibición del depósito de los residuos de combustión de 9 
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carbón producidos por la operación de las facilidades de AES, no exigiera el cumplimiento 1 

específico de la obligación de exportar dichos depósitos, así como las acciones que ha tomado 2 

el Departamento de Justicia, la Oficina del Contralor y la Oficina de Ética Gubernamental 3 

sobre las determinaciones tomadas por los funcionarios de la AEE en perjuicio de las finanzas 4 

de la corporación pública. 5 

Sección 3.- La Comisión deberá rendir un informe que contenga sus hallazgos, 6 

conclusiones y recomendaciones, y las acciones legislativas y administrativas que deban 7 

adoptarse con relación al asunto objeto de este estudio, no más tarde de noventa (90) días, 8 

después de aprobarse esta Resolución. 9 

Sección 4.- Esta Resolución comenzará a regir inmediatamente después de su aprobación. 10 

























TEXTO APROBADO EN VOTACION FINAL POR EL SENADO 
(25 DE ENERO DE 2017) 

 
GOBIERNO DE PUERTO RICO 

 
18va.  Asamblea 1ra. Sesión 
 Legislativa  Ordinaria 
 

SENADO DE PUERTO RICO 

R. del S. 12 
9 de enero de 2017 

Presentada por la señora Padilla Alvelo  
Referida a la Comisión de Asuntos Internos  

 

RESOLUCIÓN  
 
Para ordenar a las Comisiones de Gobierno; y de Hacienda del Senado de Puerto Rico a realizar 

una evaluación detallada de la situación fiscal en que se encuentra el Sistema de Retiro de 
Empleados del Gobierno y la Judicatura de Puerto Rico.  

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 Desde su creación, bajo la Administración de los Sistemas de Retiro, el Sistema de Retiro 

de Empleados del Gobierno de Puerto Rico ha confrontado un déficit actuarial. Este déficit ha 

sido provocado por varias causas, entre estas, la falta de capitalización de los Sistemas, la 

ineficiencia de las reformas aprobadas en el pasado, y el incumplimiento con los compromisos 

contraídos con el Sistema.  

 La emisión de bonos por $3,000 millones realizada por el Sistema de Retiro en el año 

2008, agravó la situación debido a que la misma, es pagadera de las aportaciones patronales que 

recibe el Sistema, lo que hace que los ingresos disponibles para invertir y a la vez pagar 

pensiones se reduzcan.  

 A través, de varias Administraciones de Gobierno, se han llevado a cabo distintas 

reformas con el fin de resolver la delicada situación fiscal del Sistema de Retiro, entre éstas, la 

Ley 1 de 16 de febrero de 1990, la Ley 305-1999 (Reforma 2000), la Ley 116-2011 y la más 

reciente, la Ley 3-2013.  
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 En el caso de la Ley 3-2013, esta empeoró aún más, la precaria situación al incluir a los 

empleados que en ese momento estaban activos en el Gobierno de Puerto Rico, algo que nunca 

se había hecho.  Las reformas anteriores habían sido prospectivas y no retroactivas.  Esto 

provocó que muchos empleados públicos se retiraran antes de lo previsto para así, no perder los 

beneficios que originalmente habían contemplado.  Además, la Ley 3-2013, destina una 

aportación adicional mínima de $120 millones anuales para darle solvencia al Sistema.  No 

obstante, estas aportaciones no se han recibido en su totalidad, sólo se recibieron 

aproximadamente $88 millones de los $480 millones que se debieron aportar.   

 Por lo antes expuesto, el Senado de Puerto Rico, entiende necesario realizar una 

exhaustiva evaluación sobre la delicada situación fiscal del Sistema de Retiro de Empleados del 

Gobierno de Puerto Rico que amenaza con quedar insolvente para el año fiscal 2018-2019.  

 RESUÉLVESE POR EL SENADO DE PUERTO RICO: 
 

Sección 1.- Se ordena a las Comisiones de Gobierno; y de Hacienda del Senado de Puerto 1 

Rico a realizar una evaluación detallada de la situación fiscal en que se encuentra el Sistema 2 

de Retiro de Empleados del Gobierno y la Judicatura de Puerto Rico. 3 

Sección 2.- La Comisión deberá rendir un informe al Senado con sus hallazgos, 4 

conclusiones y recomendaciones dentro de noventa (90) días, luego de la aprobación de esta 5 

Resolución. 6 

Sección  3.- Esta Resolución entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación. 7 













TEXTO APROBADO EN VOTACION FINAL POR EL SENADO 
(2 DE FEBRERO DE 2017) 

 
GOBIERNO DE PUERTO RICO 

 
18 va. Asamblea 1 ra. Sesión 
 Legislativa         Ordinaria 
 

SENADO DE PUERTO RICO 

R. del S. 49 
19 de enero de 2017 

Presentada por el señor Berdiel Rivera 

Referida a la Comisión de Asuntos Internos 

 
RESOLUCIÓN  

 
Para ordenar a la Comisión de Innovación, Telecomunicaciones, Urbanismo e Infraestructura 

realizar una exhaustiva investigación sobre el estatus de los tramos inconclusos de la 
Carretera PR-10 que conduce de Adjuntas a Utuado; disponibilidad de fondos para 
completar el proyecto; proyecciones a corto y largo plazo para su construcción; y otros 
asuntos relacionados con este proyecto.  

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

La Carretera Estatal PR-10 es una vía que por las pasadas décadas ha estado en 

construcción.  Una vez completado este proyecto vial, el mismo transcurrirá de forma paralela a 

la antigua PR-10, hoy PR-123, de sur a norte a lo largo de 42.4 millas conectando a las ciudades 

de Ponce y Arecibo. La misma comienza en el área sur en la PR-5506, justo en la entrada del 

Aeropuerto Internacional Mercedita y termina en el área norte intersecando la PR-22 para luego 

convertirse en una carretera urbana terminando finalmente en la PR-2. 

La construcción de esta carretera inició en el 1974 para agilizar la conexión del sur con el 

norte, comunicando a su vez a pueblos de la montaña como Adjuntas y Utuado. Ciertamente, el 

proyecto de construcción de este tipo de vía se dificulta, ya que la misma atraviesa la Cordillera 

Central de Puerto Rico.  

Sin embargo, la terminación de esta carretera es vital para el desarrollo económico de la 

región montañosa y de las regiones norte y sur de Puerto Rico, ya que sirve para agilizar el 

tiempo de conexión entre la costa Sur y la costa Norte de la Isla. A su vez, esta carretera provee 
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mejores accesos a las comunidades de los pueblos de la montaña. También, es una vía 

importante para el acarreo de productos que se cosechan en el Corredor Agrícola de la Cordillera 

Central. 

La Carretera PR-10 consta de tramos con 4 carriles (dos en ambas direcciones), también 

cuenta con secciones con 3 carriles (dos en una dirección y uno en sentido contrario) y un 

pequeño tramo de varios kilómetros que se limita a un carril en cada dirección. Al momento, el 

tramo más reciente que fue finalizado en el año 2012, en jurisdicción del pueblo de Utuado, 

redujo significativamente el tiempo de conexión entre Ponce y Arecibo. 

En mayo de 2013, en el Primer Foro de Infraestructura, Gobierno y Empresa: 

Reconstruyendo a Puerto Rico, el Gobernador Alejandro García Padilla presentó las 

proyecciones de las distintas agencias en el área de infraestructura, destacando como uno de los 

principales proyectos: la terminación de la Carretera PR-10. A pesar de ello, aún existe un tramo 

de 10 kilómetros sin construir y durante los últimos dos años todos los proyectos de construcción 

a lo largo de la ruta fueron inexistentes. 

Ante las ventajas que representaría la culminación de un proyecto vial que sirve de arteria 

principal para el acarreo de productos agrícolas desde la región montañosa hasta los pueblos 

costeros del Norte y el Sur de Puerto Rico, es pertinente que este Senado realice una 

investigación para conocer el estatus de estos proyectos. Además, es imperante conocer la 

actualización del estimado de los recursos necesarios para completar la construcción de la PR-10, 

para así identificar las fuentes de financiamiento que permitirían su terminación. 

 RESUÉLVESE POR EL SENADO DE PUERTO RICO: 
 
 

Sección 1.- Se ordena a la Comisión de Innovación, Telecomunicaciones, Urbanismo e 1 

Infraestructura realizar una exhaustiva investigación sobre el estatus de los tramos 2 

inconclusos de la Carretera PR-10 que conduce de Adjuntas a Utuado; disponibilidad de 3 

fondos para completar el proyecto; proyecciones a corto y largo plazo para su construcción; y 4 

otros asuntos relacionados con este proyecto. 5 

Sección 2.- La Comisión deberá rendir un informe con sus hallazgos, recomendaciones y 6 

conclusiones dentro de los noventa (90) días siguientes a la aprobación de esta Resolución. 7 



3 

Sección 3.- Esta Resolución comenzará a regir inmediatamente después de su 1 

aprobación. 2 





















TEXTO APROBADO EN VOTACION FINAL POR EL SENADO 
(6 DE MARZO DE 2017) 

 
GOBIERNO DE PUERTO RICO  

18 va. Asamblea 1ra.   Sesión 
 Legislativa         Ordinaria 
 

SENADO DE PUERTO RICO 

R. del S. 105 
14 de febrero de 2017 

Presentada por el señor Seilhamer Rodríguez 

Referida a la Comisión de Asuntos Internos  
 

RESOLUCIÓN 
 
Para ordenar a la Comisión de Revitalización Social y Económica del Senado de Puerto Rico 

realizar una investigación abarcadora sobre el cumplimiento y efectividad de la Ley Núm. 
109 de 12 de julio de 1985, según enmendada, que exige el uso de materiales de 
construcción manufacturados en Puerto Rico, con el fin de identificar aquellas acciones 
administrativas y legislativas que sean necesarias y convenientes para garantizar que se 
cumpla con los propósitos para la cual fue creada.  

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 Es sabido el beneficio que traen las compras locales tanto por parte del Gobierno de 

Puerto Rico como del sector privado.  Esto es inversión que se queda en Puerto Rico creando 

empleos locales.  La Ley Núm. 109 de 12 de julio de 1985, según enmendada, promueve el uso 

de materiales de construcción manufacturados en Puerto Rico en obras de construcción 

realizadas con fondos públicos, incluyendo obras de reconstrucción, reparación, de conservación 

o de ampliación, con las excepciones dispuestas en la legislación.   

A esos fines, dispone que en aquellos casos que se requiera una subasta para la 

contratación de una obra de construcción con fondos públicos, el pliego de especificaciones 

deberá contener una disposición que requiere utilizar dichos materiales definidos como “bienes, 

artículos y materiales necesarios para llevar a cabo una obra de construcción que sean extraídos, 

manufacturados, procesados o elaborados en Puerto Rico”.  
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Asimismo, cuando por ley no se requiere la celebración de una subasta y las agencias, 

instrumentalidades, departamentos, municipios y corporaciones públicas contraten una obra de 

construcción con fondos públicos, el contrato exigirá el uso de materiales de construcción 

manufacturados en Puerto Rico.  Además, cuando la obra de construcción se realice por la propia 

entidad gubernamental, en proyecto se utilizarán materiales de construcción manufacturados en 

Puerto Rico.  

El sector de la manufactura enfrenta grandes retos que al presente continúan erosionando 

su base industrial.  El más reciente Índice Coincidente de Actividad Económica (ICAE), que 

prepara la Junta de Planificación, registró en noviembre de 2016 una baja de 0.2% en relación 

con el mismo mes del año anterior.  Este refleja una merma en la mayoría de sus componentes, 

que incluye el valor de los permisos de construcción, las ventas de cemento, la nómina de la 

manufactura, las exportaciones y las horas trabajadas en manufactura, entre otros.   

Es conocido el persistente estancamiento y debilidad en la actividad económica de la Isla.  

Cabe mencionar que el ICAE lleva 15 meses de caídas consecutivas y la lectura de noviembre de 

2016 es la más baja en los últimos cinco meses.  Ante este cuadro, resulta necesario y meritorio 

conocer el cumplimiento y efectividad de la citada Ley Núm. 109, que promueve el uso de 

materiales de construcción manufacturados en Puerto Rico, con el fin de identificar acciones para 

garantizar que cumpla con sus propósitos. 

RESUÉLVESE POR EL SENADO DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Se ordena a la Comisión de Revitalización Social y Económica del Senado 1 

de Puerto Rico realizar una investigación abarcadora sobre el cumplimiento y efectividad de 2 

la Ley Núm. 109 de 12 de julio de 1985, según enmendada, que exige el uso de materiales de 3 

construcción manufacturados en Puerto Rico, con el fin de identificar aquellas acciones 4 

administrativas y legislativas que sean necesarias y convenientes para garantizar que se 5 

cumpla con los propósitos para la cual fue creada.  6 

Sección 2.- La Comisión deberá rendir un informe que contenga sus hallazgos, 7 

conclusiones y recomendaciones, y las acciones legislativas y administrativas que deban 8 
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adoptarse con relación al asunto objeto de este estudio, dentro de noventa (90) días, después 1 

de la aprobación de esta Resolución. 2 

Sección 3.- Esta Resolución comenzará a regir inmediatamente después de su 3 

aprobación. 4 




























	PS 271
	PS 618
	RS 2 (Segundo Informe Parcial)
	RS 12 (Informe Final Conjunto)
	RS 49 (Informe Final)
	RS 105 (Informe Final)
	RS 412
	PC 62
	(Portada) Calendario de Ordenes Especiales del Día para el Lunes, 29 de enero de 2018.pdf
	HACIENDA; Y DE SALUD


